
Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México; a cuatro de septiembre de dos mil veinticuatro. 
Vistos los expedientes formados con motivo de los recursos de revisión 01909/INFOEM/IP/RR/2024 y 01910/INFOEM/IP/RR/2024 acumulados, interpuestos por un particular de manera anónima, quien en lo sucesivo será identificado como la parte Recurrente, en contra de las respuestas en las solicitudes de información con número de folio 00116/METEPEC/IP/2024 y 00115/METEPEC/IP/2024, por parte del Ayuntamiento de Metepec, en lo sucesivo el Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución con base en los siguientes: 
I. A N T E C E D E N T E S
[bookmark: _heading=h.gjdgxs]1. Solicitudes de acceso a la información. El cinco de marzo de dos mil veinticuatro, la parte Recurrente formuló solicitudes de acceso a información pública a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), en las que requirió lo siguiente:
	Número de solicitud y recurso de revisión
	Información requerida

	00116/METEPEC/IP/2024, correspondiente al Recurso de Revisión 01909/INFOEM/IP/RR/2024
	“Solicito las resoluciones a sanciones administrativas   no graves, impuestas por el Órgano Interno de Control de Metepec en versión pública del año 2022.” (Sic) 

	00115/METEPEC/IP/2024, correspondiente al Recurso de Revisión    01910/INFOEM/IP/RR/2024
	“Solicito las resoluciones a sanciones administrativas no graves, impuestas por el Órgano Interno de Control de Metepec en versión pública del año 2023 y lo que va de 2024; en el supuesto de sobrepasar la capacidad de Saimex favor de proporcionar liga electrónica para su consulta.” (Sic) 


Modalidad elegida para la entrega de la información: A través del SAIMEX 
2. Prórrogas. El tres de abril de dos mil veinticuatro, el Sujeto Obligado notificó las prórrogas para atender las solicitudes de información, medularmente en los siguientes términos:
“Con fundamento en el artículo 163 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se le hace de su conocimiento que el plazo de 15 días hábiles para atender su solicitud de información ha sido prorrogado por 7 días en virtud de las siguientes razones:
METEPEC, ESTADO DE MEXICO, ABRIL DEL 2024 ASUNTO: EL QUE SE INDICA A QUIEN CORRESPONDA P R E S E N T E. Por este conducto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 53, fracción VI y 163 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, me permito notificarle la ampliación del plazo por siete días hábiles, aprobado por el Comité de Transparencia del Ayuntamiento de Metepec, Estado de México, mediante la Centésima Vigésima Primera Sesión Extraordinaria. Sin más por el momento quedo a sus órdenes. ATENTAMENTE GERARDO ARTURO OZUNA MARTÍNEZ DIRECTOR DE TRANSPARENCIA Y GOBIERNO ABIERTO
Lic. Gerardo Arturo Ozuna Martínez
Responsable de la Unidad de Transparencia”
Es de precisar que, del análisis a esta ampliación de plazo, se tiene que no se efectuó dentro de los parámetros establecidos por el segundo párrafo del artículo 163 de la Ley de Transparencia Local, por lo que se insta al Sujeto Obligado para que en subsecuentes ocasiones que requiera ampliar el plazo para atención de las solicitudes de información, lo realice conforme a las formalidades establecidas por la norma.
3. Respuestas.  El doce de abril de dos mil veinticuatro, el Sujeto Obligado notificó a la parte Recurrente, en la totalidad de los expedientes, las respuestas a sus solicitudes de información, en los términos siguientes: 
	Número de recurso de revisión
	Descripción de las respuestas

	00116/METEPEC/IP/2024, correspondiente al Recurso de Revisión 01909/INFOEM/IP/RR/2024
	“…se anexa la respuesta del servidor público habilitado…”
Archivos adjuntos: “CIM CI 828 2024.pdf”: Oficio CIM/CI/828/2024, suscrito por el Contralor Interno Municipal, quien señala que la información solicitada no es de carácter público, por lo que se le informa al solicitante que si es parte de un procedimiento administrativo dentro de la Contraloría Municipal, el mismo se encuentra a su disposición como lo estipula el artículo 20 del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, previa identificación, en un horario de las 09:00 a las 15:00 horas y de las 16:00 a las 18:00 horas de lunes a viernes en las oficinas del Órgano de Control Interno.

	00115/METEPEC/IP/2024, correspondiente al Recurso de Revisión    01910/INFOEM/IP/RR/2024
	“…se anexa la respuesta del servidor público habilitado…”
Archivos adjuntos: “CIM CI 827 2024.pdf”: Oficio CIM/CI/827/2024, suscrito por el Contralor Interno Municipal, quien señala que la información solicitada no es de carácter público, por lo que se le informa al solicitante que si es parte de un procedimiento administrativo dentro de la Contraloría Municipal, el mismo se encuentra a su disposición como lo estipula el artículo 20 del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, previa identificación, en un horario de las 09:00 a las 15:00 horas y de las 16:00 a las 18:00 horas de lunes a viernes en las oficinas del Órgano de Control Interno.


4. Interposición de los recursos de revisión.  El quince de abril de dos mil veinticuatro, la parte Recurrente, inconforme con las respuestas, interpuso los recursos de revisión que nos ocupan, expresando en la totalidad de los expedientes, lo siguiente:
	Recurso de Revisión
	Acto impugnado
	Razones o Motivos de Inconformidad

	01909/INFOEM/IP/RR/2024
	Se impugna la respuesta otorgada, aunado a que solicitaron prorroga sin señalar las razones fundadas y motivadas, motivos que hacen suponer la negligencia o descuido del sujeto obligado en la atención a la solicitud de la solicitud.
	Señalan el artículo en el que fundamentan que la información no es de carácter público, sin embargo se solicitó en versión pública, por lo cual no es contrario en ningún sentido, de igual forma la documentación que se pretende conocer contribuye a la transparencia y es obligación del sujeto obligado por corresponder a actos de autoridad, permitiendo el acceso a la información generada derivado de sus atribuciones. (Por ejemplo las sentencias de los Tribunales y órganos colegiados que se permite su acceso a través de la versión pública). En este sentido, se le invita al sujeto obligado a proporcionar lo solicitado y ponerse a estudiar.

	01910/INFOEM/IP/RR/2024
	Se impugna la respuesta otorgada, niegan el acceso, además solicitaron prorroga sin señalar las razones fundadas y motivadas, motivos que hacen suponer la negligencia o descuido del sujeto obligado en la atención a la solicitud de la solicitud.
	


5. Turnos. De conformidad con el artículo 185 fracción I de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública, los recursos de revisión fueron turnados de la siguiente manera a efecto de presentar al Pleno los proyectos de resolución correspondientes: 
	Recurso de Revisión
	Comisionada/o

	01909/INFOEM/IP/RR/2024
	Comisionada Guadalupe Ramírez Peña

	01910/INFOEM/IP/RR/2024
	Comisionado Presidente José Martínez Vilchis


6. Admisiones. Los días dieciocho y diecinueve de abril de dos mil veinticuatro, en términos de lo dispuesto en el artículo 185 fracciones I, II y IV de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se admitieron a trámite los recursos de revisión.
7. Acumulación. En la Décima Quinta Sesión Ordinaria celebrada el dos de mayo de dos mil veinticuatro, al advertir la conexidad de causa y con la finalidad de evitar que se dicten resoluciones contradictorias, de conformidad con el artículo 195 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios y artículo 18 del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, se acordó la acumulación de los recursos antes señalados, acordando que fuera Ponente la Comisionada Guadalupe Ramírez Peña; es de precisar que dicha situación se notificó a las partes mediante acuerdo vía SAIMEX. 
8. Manifestaciones. De las constancias que obran en los expedientes electrónicos del SAIMEX se desprende que el Sujeto Obligado adjuntó los siguientes archivos electrónicos en el recurso de revisión  01909/INFOEM/IP/RR/2024: “00116-CONTRALORIA.pdf”, “RR 1909 sol 116 CM manifestaciones.pdf”, “116 CM- COMPLETA CON ALCANCE.pdf” e “INCIDENCIA-116.pdf”, mientras que en el recurso de revisión 01910/INFOEM/IP/RR/2024, adjuntó los archivos denominados: “00115-CONTRALORIA.pdf”, “RR 1910 sol 115 CM manifestaciones.pdf”, “115 CM. COMPLETA CON ALCANCE.pdf” e “INCIDENCIA-115.pdf”, los cuales se describen de manera pormenorizada a continuación:
Recurso de revisión  01909/INFOEM/IP/RR/2024:
“00116-CONTRALORIA.pdf”: Oficio DTyGA/MET/0423/2024, suscrito por la Encargada de Despacho de la Dirección de Transparencia y Gobierno Abierto, quien solicita al Contralor Interno Municipal remita su informe justificado en un término de tres días hábiles.
 “RR 1909 sol 116 CM manifestaciones.pdf”: Oficio CIM/CI/900/2024, suscrito por el Contralor Interno Municipal, dirigido a la Encargada de Despacho de la Dirección de Transparencia y Gobierno Abierto, por el cual señala que derivado de que las resoluciones por faltas administrativas no graves impuestas por la Contraloría Interna Municipal en el año 2022 suman un total de 60 resoluciones y una vez generado el archivo para la entrega de la información el peso de este es de 3,660 Megabytes, razón por la que a su consideración se encuentra imposibilitado para entregar la información vía SAIMEX, por lo que solicita se haga la incidencia correspondiente ante la Dirección General de Informática de este Instituto y ofrece la información en otras modalidades: copias simples o certificadas, modalidad de entrega digital, modalidad de consulta directa y a través de correo certificado.
 “116 CM- COMPLETA CON ALCANCE.pdf”: Documento de seis fojas que contiene el Oficio CIM/CI/900/2024 y el Oficio CIM/CI/936/2024, emitido en alcance, en el cual adjunta la siguiente captura de pantalla:
[image: ]
 “INCIDENCIA-116.pdf”: Oficio No. INFOEM/DGI/351/2024, suscrito por el Director General de Informática de este Instituto, por el cual se señala que dicha incidencia técnica ha quedado registrada en la bitácora de incidencias, toda vez que trata de subir un peso de 3,660MB lo cual sobrepasa las capacidades técnicas del sistema SAIMEX.
Recurso de revisión 01910/INFOEM/IP/RR/2024:
 “00115-CONTRALORIA.pdf”: Oficio DTyGA/MET/0424/2024, suscrito por la Encargada de Despacho de la Dirección de Transparencia y Gobierno Abierto, quien solicita al Contralor Interno Municipal remita su informe justificado en un término de tres días hábiles.
 “RR 1910 sol 115 CM manifestaciones.pdf”: Oficio CIM/CI/899/2024, suscrito por el Contralor Interno Municipal, dirigido a la Encargada de Despacho de la Dirección de Transparencia y Gobierno Abierto, por el cual señala que derivado de que las resoluciones por faltas administrativas no graves impuestas por la Contraloría Interna Municipal en los años 2023 y 2024 suman un total de 167 resoluciones y una vez generado el archivo para la entrega de la información el peso de este es de 21,717 Megabytes, razón por la que a su consideración se encuentra imposibilitado para entregar la información vía SAIMEX, por lo que solicita se haga la incidencia correspondiente ante la Dirección General de Informática de este Instituto y ofrece la información en otras modalidades: copias simples o certificadas, modalidad de entrega digital, modalidad de consulta directa y a través de correo certificado.
 “115 CM. COMPLETA CON ALCANCE.pdf”: Documento de seis fojas que contiene el Oficio CIM/CI/899/2024 y el Oficio CIM/CI/936/2024, emitido en alcance, en el cual adjunta la siguiente captura de pantalla:
[image: ]
 “INCIDENCIA-115.pdf”: Oficio No. INFOEM/DGI/350/2024, suscrito por el Director General de Informática de este Instituto, por el cual se señala que dicha incidencia técnica ha quedado registrada en la bitácora de incidencias, toda vez que trata de subir un peso de peso de 21,727MB lo cual sobrepasa las capacidades técnicas del sistema SAIMEX.
Es de precisar que, una vez analizada esta documentación, se determinó ponerla a disposición de la parte Recurrente mediante acuerdo signado por la Comisionada Ponente, el veintiocho de agosto de dos mil veinticuatro, teniendo así que la persona Recurrente fue omisa en pronunciarse al respecto, por lo que se tuvo por precluido su derecho para tal efecto y se procede a emitir la resolución que conforme a derecho corresponda. 
9. Requerimiento de información adicional. El veintiocho de agosto de dos mil veinticuatro, se envió por correo electrónico un requerimiento de información adicional al Sujeto Obligado, el cual consistió en lo siguiente:
[image: ]
“…se requiere informe lo siguiente:
Respecto a la solicitud de información 00116/METEPEC/IP/2024 a la que recayó el recurso de revisión 01909/INFOEM/IP/RR/2024:
1.- Precise de manera detallada, el número de fojas por cada resolución, de las 60 resoluciones a sanciones administrativas no graves, impuestas por el Órgano Interno de Control de Metepec del año 2022, que refiere en informe justificado, son las que obran en sus archivos. 
2.- Señale, si emplea los parámetros de escaneo recomendados por este Instituto, los cuales consisten en una resolución alta de 150 Dpi's, en escala de grises y formato "PDF"; extraído directamente del escáner.
3.- Proporcione una foja escaneada, correspondiente a una de las 60 resoluciones que refiere en su informe justificado. 
Respecto a la solicitud de información 00115/METEPEC/IP/2024 a la que recayó el recurso de revisión 01910/INFOEM/IP/RR/2024:
 1.- Precise de manera detallada, el número de fojas por cada resolución, de las 167 resoluciones a sanciones administrativas no graves, impuestas por el Órgano Interno de Control de Metepec del año 2023 y del 1 de enero al 05 de marzo de 2024, que refiere en informe justificado, son las que obran en sus archivos. 
2.- Señale, si emplea los parámetros de escaneo recomendados por este Instituto, los cuales consisten en una resolución alta de 150 Dpi's, en escala de grises y formato "PDF"; extraído directamente del escáner.
3.- Proporcione una foja escaneada, correspondiente a una de las resoluciones que refiere en su informe justificado.”
Es de precisar que el Sujeto Obligado otorgó respuesta al requerimiento de información adicional el dos de septiembre de dos mil veinticuatro, mediante el archivo “Requerimiento sol 115 y 116 RR 1909.pdf”, del cual se desprenden las siguientes consideraciones: [image: ]


· Que dicho requerimiento no forma parte de las formalidades que tiene el Instituto para resolver el Recurso de Revisión conforme al artículo 185 de la Ley de Transparencia.
·  Que el Sujeto Obligado en ningún momento coarta el derecho a la información al solicitante toda vez que debido al volumen de la información y el peso de la misma sobrepasa las capacidades del SAIMEX, razón por la cual se puso a disposición del solicitante en todas las modalidades en estricto apego al artículo 164 de la Ley de Transparencia Local, sin que ello haya sido una decisión unilateral pues se solicitó la incidencia a la Dirección General de Informática de este Instituto.
· Que el requerimiento de información adicional implica la realización de investigaciones para corroborar unilateralmente, el sentido de la respuesta formulada por el Sujeto Obligado, poniendo en duda por demás evidente y caprichosa la manera en que se proporciona al solicitante la información. 
[image: ]
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10. Ampliaciones del plazo para emitir resolución. El veintiocho de agosto de dos mil veinticuatro, se notificó a las partes el Acuerdo de Ampliación de Plazo para resolver el medio de impugnación que nos ocupa, en términos de lo dispuesto por el artículo 181, párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
Este organismo garante no pasa por alto justificar, que el plazo para emitir la resolución en el presente asunto encuentra justificación en el alto número de recursos de revisión recibidos, circunstancia atípica que ha rebasado las capacidades técnicas y humanas del personal encargado de la proyección de las resoluciones a dichos medios de impugnación.
Por ello, es menester precisar que, si bien se ha excedido el plazo para resolver el presente medio de impugnación, de conformidad con la ley de la materia, el plazo para emitir la resolución se encuentra justificado en los elementos para medir la razonabilidad de asuntos conforme a los parámetros establecidos por diversos órganos jurisdiccionales federales, aplicables también en procedimientos análogos, como el que nos ocupa.
Así, en términos de lo que establecen los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los recursos deben ser sencillos y resolverse en el menor tiempo posible, tomando en consideración la dilación total del procedimiento; esto es, en un plazo razonable.
En ese sentido, el legislador fijó los términos procesales en las leyes, de manera general, sin que pudiera prever la variada gama de casos que son resueltos por los órganos jurisdiccionales o cuasi jurisdiccionales, tanto por la complejidad de los hechos, como por el número de casos que conocen. 
Por ello, excepcionalmente, si un asunto es resuelto con posterioridad a los plazos señalados por la norma debe analizarse la razonabilidad del tiempo necesario para su resolución, atentos a los siguientes criterios: 
a) Complejidad del Asunto: La complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales, el tiempo transcurrido, las características y contexto del recurso. 
b) Actividad Procesal del interesado. Acciones u omisiones del interesado.
c) Conducta de la Autoridad: Las Acciones u omisiones realizadas en el procedimiento. Así como si la autoridad actuó con la debida diligencia.
d) La afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso: Violación a sus derechos humanos.
De modo que, cuando se trate de un asunto excepcional, por alguna o todas las características mencionadas; o bien, cuando el ingreso de asuntos al órgano jurisdiccional o cuasi jurisdiccional respectivo supere notoriamente al que podría considerarse normal, debe concluirse que es una excluyente de responsabilidad en relación con la actuación del funcionario, como ha acontecido en el caso que nos ocupa.
Argumento que encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 32/92 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro “TÉRMINOS PROCESALES. PARA DETERMINAR SI UN FUNCIONARIO JUDICIAL ACTUÓ INDEBIDAMENTE POR NO RESPETARLOS SE DEBE ATENDER AL PRESUPUESTO QUE CONSIDERÓ EL LEGISLADOR AL FIJARLOS Y LAS CARACTERÍSTICAS DEL CASO.”, visible en la Gaceta del Seminario Judicial de la Federación con el registro digital 205635.
Razones por las cuales cabe concluir que, la resolución al recurso de revisión se solventa hasta esta fecha, debido a que existe una excesiva carga de trabajo en desproporción a la capacidad de los recursos materiales y humanos con que cuenta este Instituto para atender la enorme demanda de usuarios que acuden para que se les garantice su Derecho de acceso a la información Pública y Protección de Datos Personales, aunado a la complejidad de los hechos a los que se refieren, así como al volumen del expediente, la extensión de los escritos y pruebas aportadas y desahogadas por las partes; lo que impide la tramitación de los recursos dentro de los términos legales previamente establecidos por la Ley, por tratarse de causas de fuerza mayor.
Al respecto, también son de considerar los criterios sostenidos por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyos rubros y datos de identificación son los siguientes:
 “PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. DIMENSIÓN Y EFECTOS DE ESTE CONCEPTO CUANDO SE ADUCE EXCESIVA CARGA DE TRABAJO.” consultable en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002351.
“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. CONCEPTO Y ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN A LA LUZ DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.”, visible en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002350.
Por ello, este organismo garante comprometido con la tutela de los derechos humanos confiados, señala que este exceso del plazo legal para resolver el presente asunto, resulta de carácter excepcional.
11. Cierres de instrucción. Una vez transcurrido el periodo otorgado a las partes para realizar sus manifestaciones y no habiendo documentos que integrar a los expedientes, el cuatro de septiembre de dos mil veinticuatro, la Comisionada Ponente determinó los cierres de instrucción en términos de la fracción VI del artículo 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
En razón de que fueron debidamente sustanciados los expedientes electrónicos y no existen diligencias pendientes de desahogo, se emite la Resolución que conforme a Derecho proceda, de acuerdo con los siguientes: 
II. C O N S I D E R A N D O
Primero. Competencia. El Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, es competente para conocer y resolver los presentes recursos de revisión interpuestos por la parte Recurrente, conforme a lo dispuesto en los artículos 6, apartado A de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5 párrafos trigésimo segundo, trigésimo tercero y trigésimo cuarto fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 2, fracción II; 29, 36 fracciones I y II; 176, 178, 181, 185, fracción I, 186 y 188 de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; 9, fracciones I, XXIII y XXIV  y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.
[bookmark: _heading=h.30j0zll]Segundo. Oportunidad y Procedibilidad de los Recursos de Revisión. Previo al estudio del fondo del asunto, se procede a analizar los requisitos de oportunidad y procedibilidad que deben reunir los recursos de revisión interpuestos, previstos en los artículos 178 y 180 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
Los recursos de revisión fueron interpuestos dentro del plazo de quince días hábiles, previsto en el artículo 178 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, toda vez que el Sujeto Obligado respondió a las solicitudes de información que aperturaron los recursos de revisión el día doce de abril de dos mil veinticuatro, por su parte, los recursos de revisión se interpusieron el quince de abril de dos mil veinticuatro, siendo este el primer día hábil después de conocerse las respuestas.
En este sentido, al considerar las fechas en que se formularon las solicitudes y las fechas en que respondieron a estas; así como la fecha en que se interpusieron los recursos de revisión, se concluye que los presentes recursos de revisión se encuentran dentro de los márgenes temporales previstos las disposiciones legales referidas.
Al mismo tiempo, por cuanto hace a la procedibilidad de los recursos de revisión, es de suma importancia señalar que la parte Recurrente fue omisa en identificarse con un seudónimo o nombre, no obstante el, no proporcionar nombre no es motivo para archivar la solicitud de acceso a la información pública como concluida, conforme a lo previsto en el artículo 155, penúltimo párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que establece lo siguiente:
"Las solicitudes anónimas, con nombre incompleto o seudónimo serán procedentes para su trámite por parte del sujeto obligado ante quien se presente. No podrá requerirse información adicional con motivo del nombre proporcionado por el solicitante."
Por cuanto hace a la procedibilidad de los recursos de revisión, una vez realizado el análisis de los formatos de interposición de los recursos, se concluye la acreditación plena de los elementos formales precisados por el artículo 180 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en atención a que fueron presentados mediante el formato visible en el SAIMEX.
Finalmente, se advierte que resulta procedente la interposición de los recursos, según lo manifestado por la parte recurrente en sus motivos de inconformidad, de acuerdo al artículo 179, fracción I del ordenamiento legal citado, que a la letra dice: 
“Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas:
I. La negativa a la información solicitada;” (Énfasis añadido)
Tercero. Materia de la revisión. De la revisión a las constancias y documentos que obran en los expedientes electrónicos se advierte, que el tema sobre el que este Organismo Garante de Transparencia y Acceso a la Información se pronunciará será: verificar si las respuestas e informes justificados otorgados por el Sujeto Obligado son adecuados y suficientes para satisfacer el derecho de acceso a la información pública de la parte Recurrente, o en su defecto, en caso de ser procedente, ordenar la entrega de información.  
Cuarto. Estudio del asunto. En primer término, se estima pertinente mencionar que el derecho de acceso a la información está consagrado en instrumentos internacionales de los cuales el Estado Mexicano se ha adherido, sin oponer reserva alguna sobre lo que nos interesa, adoptando dichas disposiciones al Derecho Interno, específicamente a nivel Constitucional, tal y como lo prevén los arábigos 1 párrafos primero, segundo y tercero y 6 apartado A fracciones I, II, III, IV, V, VI y VII que a la letra señalan:
Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley
[…]
“Artículo 6o.
[...]
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.
 II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes.
 III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.
 IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante los organismos autónomos especializados e imparciales que establece esta Constitución.
V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos actualizados y publicarán, a través de los medios electrónicos disponibles, la información completa y actualizada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los indicadores que permitan rendir cuenta del cumplimiento de sus objetivos y de los resultados obtenidos.
VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a personas físicas o morales.
 VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la información pública será sancionada en los términos que dispongan las leyes. [...]”
Así, de la interpretación sistémica de los numerales inmersos en los instrumentos legales Internacionales y Nacional, el derecho de acceso a la información es un derecho del cual goza toda persona sin discriminación alguna, el cual se ejerce ante los Poderes del Estado, entidades, dependencias o cualquiera persona física o moral que reciba y ejerza recursos públicos, siendo pública toda la información que posean con las excepciones enmarcadas, para lo cual queda demostrado que el presente Sujeto Obligado debe cumplir con dichos dispositivos legales.
Esto es, que cualquier persona tiene el derecho al acceso de la información pública, información que consiste en aquella que sea generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los Sujetos Obligados, como así también lo señala la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en su artículo 4, que toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados, es pública y accesible, de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad, como así lo establece dicha determinación, que a continuación se transcribe para un mejor entendimiento:
“Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad ni interés jurídico. 
Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios 29 como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.
Los sujetos obligados deben poner en práctica, políticas y programas de acceso a la información que se apeguen a criterios de publicidad, veracidad, oportunidad, precisión y suficiencia en beneficio de los solicitantes.”
De lo precedente, se desprende que los Sujetos Obligados tiene la obligación o deber de atender las solicitudes de acceso a la información pública que se les hagan de su conocimiento y proporcionar la información pública que obren en su poder como así lo establece el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el cual a la letra dice:
“Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 
Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.” 
Es decir, que el derecho de acceso a la información pública se satisface en aquellos casos en que se entregue documento en que conste la información requerida, toda vez que, los Sujetos Obligados no tienen el deber de generar, poseer o administrar la información pública con el grado de detalle solicitado; esto es, que no tienen el deber de generar un documento ad hoc, para satisfacer el derecho de acceso a la información pública, como así lo establece el criterio 03/17 emitidos por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, los cuales señalan lo siguiente:
03/17
“NO EXISTE OBLIGACIÓN DE ELABORAR DOCUMENTOS AD HOC PARA ATENDER LAS SOLICITUDES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN.
Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a Las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información."
Por otra parte, conviene mencionar que la Ley de Transparencia vigente en el Estado de México refiere: 
“Artículo 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, considerando desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen.
Artículo 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.
En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven tal circunstancia. 
Si el sujeto obligado, en el ejercicio de sus atribuciones, debía generar, poseer o administrar la información, pero ésta no se encuentra, el Comité de transparencia deberá emitir un acuerdo de inexistencia, debidamente fundado y motivado, en el que detalle las razones del por qué no obra en sus archivos.” (Énfasis añadido)
De los dispositivos legales en comento, se aprecia que todo acto de autoridad en el ejercicio de sus funciones y atribuciones debe estar documentado, por lo que para dar atención a una solicitud de información el Sujeto Obligado debe entregar el soporte documental en donde conste la información requerida, debiendo contemplar que no se trate de información reservada o confidencial y cuidar dicha información a través del acuerdo clasificatorio del comité de transparencia y la versión pública que emita cada Sujeto Obligado; como así se establece en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
En conclusión, el derecho de acceso a la información pública, consiste en que la información solicitada conste en un documento en cualquiera de sus formas, a saber: expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones, obligaciones y competencias de los Sujetos Obligados; los que, podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico, esto es, el derecho de acceso a la información pública, se define en cuanto a su alcance y resultado material, el acceso a los archivos, registros y documentos públicos, administrados, generados o en posesión de los órganos u organismos públicos, en virtud del ejercicio de sus funciones de derecho público, sin importar su fuente, soporte o fecha de elaboración.
De ahí que el Sujeto Obligado cuenta con el deber de satisfacer las solicitudes de acceso a la información que le sean formuladas y entregar la información pública que obre en sus archivos pudiendo ser de manera electrónica; más aún si la misma se trata de información relativa a obligaciones de transparencia, la cual se relaciona con aquella que se genere de acuerdo con sus facultades, atribuciones y obligaciones señaladas por la Ley en la materia[footnoteRef:1], así como de interés público, es decir, aquella que resulta relevante o beneficiosa para la sociedad y no simplemente de interés individual, y cuya divulgación resulta útil para que el público comprenda las actividades que llevan a cabo los Sujetos Obligados[footnoteRef:2], como pudiera tratarse de aquella relacionada con las obligaciones de transparencia señaladas en los artículos 92 y 97, fracción I de la Ley de la Materia. [1:  Artículo 92. Los sujetos obligados deberán poner a disposición del público de manera permanente y actualizada de forma sencilla, precisa y entendible, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan: (…)]  [2:  “Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: (…) XXII. Información de interés público: Se refiere a la información que resulta relevante o beneficiosa para la sociedad y no simplemente de interés individual, cuya divulgación resulta útil para que el público comprenda las actividades que llevan a cabo los sujetos obligados…”] 

En este sentido, cabe reiterar que la persona solicitante requirió al Sujeto Obligado, lo siguiente: 
· Las resoluciones a sanciones administrativas no graves, impuestas por el Órgano Interno de Control de Metepec en versión pública del 01 de enero del 2022 al 05 de marzo de 2024.
En sus respuestas, el Sujeto Obligado por conducto del Contralor Interno Municipal, quien señala que la información solicitada no es de carácter público, por lo que se le informa al solicitante que si es parte de un procedimiento administrativo dentro de la Contraloría Municipal, el mismo se encuentra a su disposición como lo estipula el artículo 20 del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, previa identificación, en un horario de las 09:00 a las 15:00 horas y de las 16:00 a las 18:00 horas de lunes a viernes en las oficinas del Órgano de Control Interno.
Una vez conocidas las respuestas, la parte Recurrente interpuso los recursos de revisión que nos ocupan, inconformándose medularmente porque a su consideración, el Sujeto Obligado le niega la información, a la cual le reviste el carácter de público por corresponder a actos de autoridad.
Admitidos los presentes recursos de revisión, en términos del artículo 185 fracción II[footnoteRef:3] de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se integró el expediente y se puso a disposición de las partes para que, en un plazo máximo de siete días hábiles, manifestaran lo que a su derecho resultara conveniente; teniendo así que el Sujeto Obligado por conducto del Contralor Interno modifica los términos de su respuesta y pretende realizar el cambio de modalidad de entrega de la información en virtud de que las resoluciones por faltas administrativas no graves impuestas por la Contraloría Interna Municipal en el año 2022 suman un total de 60 resoluciones y una vez generado el archivo para la entrega de la información el peso de este es de 3,660 Megabytes, mientras que las resoluciones por faltas administrativas no graves impuestas por la Contraloría Interna Municipal en los años 2023 y 2024 suman un total de 167 resoluciones y una vez generado el archivo para la entrega de la información el peso de este es de 21,717 Megabytes, cabe señalar que ofrece la información en otras modalidades: copias simples o certificadas, modalidad de entrega digital, modalidad de consulta directa y a través de correo certificado. [3:  “Artículo 185. El Instituto resolverá el recurso de revisión conforme a lo siguiente: (…)
II. Admitido el recurso de revisión, la o el Comisionado ponente deberá integrar un expediente y ponerlo a disposición de las partes, para que, en un plazo máximo de siete días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga;”] 

Una vez expuestas las posturas de las partes, resulta importante señalar que el Sujeto Obligado procedió a turnar las solicitudes a la Contraloría Interna Municipal, la cual de conformidad con el Código Reglamentario del Ayuntamiento de Metepec, cuenta con las siguientes atribuciones: 
“Artículo 3.70. Al titular de la Contraloría Interna Municipal le corresponderá el ejercicio de las siguientes atribuciones y facultades siguientes:
…
VII. Resolver en términos de la Ley de Responsabilidades, los procedimientos administrativos radicados que le competan, en contra de servidores públicos con motivo de las faltas administrativas que se le turnen una vez concluida la etapa de substanciación;” (Énfasis añadido)
De tal suerte que como se desprende de lo anteriormente citado, la Contraloría Interna Municipal cuenta con una serie de atribuciones, de la cual destaca resolver en términos de la Ley de Responsabilidades, los procedimientos administrativos radicados que le competan, en contra de servidores públicos con motivo de las faltas administrativas que se le turnen una vez concluida la etapa de substanciación, por ende, se determina que la respuesta fue proporcionada por la Unidad Administrativa Competente, siguiendo el procedimiento establecido por el artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ya que turnó la solicitud al área en la que podría obrar la información de conformidad con la fracción XXXIX del artículo tercero de la legislación local vigente en materia de transparencia: 

XXXIX. Servidor público habilitado: Persona encargada dentro de las diversas unidades administrativas o áreas del sujeto obligado, de apoyar, gestionar y entregar la información o datos personales que se ubiquen en la misma, a sus respectivas unidades de transparencia; respecto de las solicitudes presentadas y aportar en primera instancia el fundamento y motivación de la clasificación de la información. 

En este orden de ideas, se advierte que efectivamente la Unidad de Transparencia cumplió con lo expresado en el artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el cual menciona lo siguiente:

“Artículo 162. Las unidades de transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.”
Por consiguiente, se tiene que el procedimiento de búsqueda de la información se ejecutó conforme a derecho.
Precisado lo anterior, debemos tener en cuenta que en respuesta el Sujeto Obligado invocó el contenido del artículo 53 de la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de México y Municipios, el cual establece lo siguiente:
“Artículo 53. Las sanciones impuestas por faltas administrativas graves serán del conocimiento público cuando éstas contengan impedimentos o inhabilitaciones para ser contratados como servidores públicos o como prestadores de servicios o contratistas del sector público, en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios. 
Los registros de las sanciones relativas a responsabilidades administrativas no graves, quedarán registradas para efectos de eventual reincidencia, pero no serán públicas.”
De manera que conforme a lo anteriormente citado, los registros de las sanciones de responsabilidades administrativas no graves no serán públicas, sin embargo, lo solicitado no son los registros de las sanciones sino las determinaciones emitidas por sanciones administrativas no graves, las cuales de conformidad con el numeral Trigésimo, párrafo tercero de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, señala que no serán objeto de reserva las resoluciones interlocutorias o definitivas que se dicten dentro de los procedimientos o con las que se concluya el mismo. En estos casos deberá otorgarse acceso a la resolución en versión pública, testando la información clasificada.
Asimismo, la Ley de Transparencia Local contempla en su artículo 92, fracción XL de la Ley que los sujetos obligados deberán poner a disposición del público de manera permanente y actualizada de forma sencilla, precisa y entendible, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda la información relativa a las resoluciones y laudos que se emitan en procesos o procedimientos seguidos en forma de juicio. 

Por consiguiente, se hace del conocimiento del Sujeto Obligado que no resulta procedente restringir el acceso a la información relativa a determinaciones de procedimientos administrativos, pues se consideran una obligación de transparencia común y lo único que deberá tener en cuenta al momento de realizar la entrega de la información es lo siguiente:

Ahora bien, entrando en materia respecto del requerimiento de información, debemos tener en cuenta que lo solicitado consiste en las versiones públicas de las resoluciones derivadas de procedimientos concluidos por faltas administrativas no graves condenatorios que se encuentren firmes, por lo que conviene señalar que en efecto, proporcionar el nombre, cargo o cualquier información que haga identificable al servidor público, podría afectar su honor, buen nombre y su imagen del servidor público.

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido como derechos fundamentales de las personas, el derecho a la intimidad y a la propia imagen, en el siguiente criterio:

“DERECHOS A LA INTIMIDAD, PROPIA IMAGEN, IDENTIDAD PERSONAL Y SEXUAL. CONSTITUYEN DERECHOS DE DEFENSA Y GARANTÍA ESENCIAL PARA LA CONDICIÓN HUMANA.  Dentro de los derechos personalísimos se encuentran necesariamente comprendidos el derecho a la intimidad y a la propia imagen, así como a la identidad personal y sexual; entendiéndose por el primero, el derecho del individuo a no ser conocido por otros en ciertos aspectos de su vida y, por ende, el poder de decisión sobre la publicidad o información de datos relativos a su persona, familia, pensamientos o sentimientos; a la propia imagen, como aquel derecho de decidir, en forma libre, sobre la manera en que elige mostrarse frente a los demás; a la identidad personal, entendida como el derecho de todo individuo a ser uno mismo, en la propia conciencia y en la opinión de los demás, es decir, es la forma en que se ve a sí mismo y se proyecta en la sociedad, de acuerdo con sus caracteres físicos e internos y sus acciones, que lo individualizan ante la sociedad y permiten identificarlo; y que implica, por tanto, la identidad sexual, al ser la manera en que cada individuo se proyecta frente a sí y ante la sociedad desde su perspectiva sexual, no sólo en cuanto a sus preferencias sexuales sino, primordialmente, en cuanto a cómo se percibe él, con base en sus sentimientos y convicciones más profundos de pertenencia o no al sexo que legalmente le fue asignado al nacer y que, de acuerdo a ese ajuste personalísimo en el desarrollo de cada individuo, proyectará su vida en todos los ámbitos, privado y público, por lo que al ser la sexualidad un elemento esencial de la persona y de su psique, la autodeterminación sexual forma parte de ese ámbito propio y reservado de lo íntimo, la parte de la vida que se desea mantener fuera del alcance de terceros o del conocimiento público. Por consiguiente, al constituir derechos inherentes a la persona, fuera de la injerencia de los demás, se configuran como derechos de defensa y garantía esencial para la condición humana, ya que pueden reclamarse tanto en defensa de la intimidad violada o amenazada, como exigir del Estado que prevenga la existencia de eventuales intromisiones que los lesionen por lo que, si bien no son absolutos, sólo por ley podrá justificarse su intromisión, siempre que medie un interés superior.”

En ese sentido, es derecho de todo individuo a no ser conocido por otros en ciertos aspectos de su vida y, por ende, el poder de decisión sobre la publicidad o información de datos relativos a su persona (derecho a la intimidad)

Asimismo, el derecho a la propia imagen es el derecho de decidir, de forma libre, sobre la manera en que elige mostrarse frente a los demás.

Por otro lado, en cuanto al derecho al honor, la jurisprudencia número 1a./J. 118/2013 (10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo I, Libro 3, de febrero de 2014, página 470, de la Décima Época, materia constitucional, dispone: 

“DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y OBJETIVA. A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es posible definir al honor como el concepto que la persona tiene de sí misma o que los demás se han formado de ella, en virtud de su proceder o de la expresión de su calidad ética y social. Todo individuo, al vivir en sociedad, tiene el derecho de ser respetado y considerado y, correlativamente, tiene la obligación de respetar a aquellos que lo rodean. En el campo jurídico esta necesidad se traduce en un derecho que involucra la facultad que tiene cada individuo de pedir que se le trate en forma decorosa y la obligación de los demás de responder a este tratamiento. Por lo general, existen dos formas de sentir y entender el honor: a) en el aspecto subjetivo o ético, el honor se basa en un sentimiento íntimo que se exterioriza por la afirmación que la persona hace de su propia dignidad; y b) en el aspecto objetivo, externo o social, como la estimación interpersonal que la persona tiene por sus cualidades morales y profesionales dentro de la comunidad. En el aspecto subjetivo, el honor es lesionado por todo aquello que lastima el sentimiento de la propia dignidad. En el aspecto objetivo, el honor es lesionado por todo aquello que afecta a la reputación que la persona merece, es decir, el derecho a que otros no condicionen negativamente la opinión que los demás hayan de formarse de nosotros.”

De la tesis transcrita se desprende que el honor es el concepto que la persona tiene de sí misma o que los demás se han formado de ella, en virtud de su proceder o de la expresión de su calidad ética y social. 

En el campo jurídico, es un derecho humano que involucra la facultad de cada individuo de ser tratado de forma decorosa. Este derecho tiene dos elementos, el subjetivo, que se basa en un sentimiento íntimo que se exterioriza por la afirmación que la persona hace de su propia dignidad, y en un sentimiento objetivo, que es la estimación interpersonal que la persona tiene por sus cualidades morales y profesionales dentro de la comunidad. En el aspecto subjetivo, el honor es lesionado por todo aquello que lastima el sentimiento de la propia dignidad. En el aspecto objetivo, el honor es lesionado por todo aquello que afecta a la reputación que la persona merece.

Adicionalmente, en relación a este derecho [al honor], el máximo tribunal también ha señalado que aunque no esté expresamente contenido en la Carta Magna, ésta obliga su tutela en términos de lo previsto en el artículo 1° Constitucional, como se muestra en la tesis aislada número I.5o.C.4 K (10a.), emitida por Tribunales Colegiados de Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 2, Libro XXI, de junio de 2013, página 1258, de la Décima Época, materia constitucional, de rubro y texto siguiente:

“DERECHOS AL HONOR, A LA INTIMIDAD Y A LA PROPIA IMAGEN. CONSTITUYEN DERECHOS HUMANOS QUE SE PROTEGEN A TRAVÉS DEL ACTUAL MARCO CONSTITUCIONAL. Si conforme a las características que conforman a los derechos humanos, éstos no recaen sobre cosas materiales, sino que otorgan acción para lograr que el Estado respete los derechos garantizados, y se consideran esenciales e inherentes al ser humano y derivados de su propia naturaleza, resulta lógico que los atributos de la personalidad se enlacen directamente con tales derechos, pues los mencionados atributos tienen una coincidencia con las libertades protegidas por los derechos del hombre como son los concernientes al honor, a la intimidad y a la propia imagen que constituyen derechos subjetivos del ser humano, en tanto que son inseparables de su titular, quien nace con ellos, y el Estado debe reconocerlos. Como no recaen sobre bienes materiales, sino sobre la personalidad de los individuos, son generales porque corresponden a todos los seres humanos, y no pueden considerarse renunciables, transmisibles o prescriptibles, porque son inherentes a la persona misma, es decir, son intrínsecos al sujeto quien no puede vivir sin ellos. Ahora, del contenido expreso del artículo 1o. constitucional se advierte que nuestro país actualmente adopta una protección amplia de los derechos humanos, mediante el reconocimiento claro del principio pro personae, como rector de la interpretación y aplicación de las normas jurídicas, en aquellas que favorezcan y brinden mayor protección a las personas, aunado a que también precisa de manera clara la obligación de observar los tratados internacionales firmados por el Estado Mexicano al momento de aplicar e interpretar las normas jurídicas en las que se vea involucrado este tipo de derechos, como son los señalados atributos de la personalidad conforme a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en casos en los que se involucra la posible afectación por daño moral de un atributo de la personalidad -en su vertiente del derecho al honor- debe aplicarse la tutela y protección consagrada en los principios reconocidos al efecto en nuestra Carta Magna, con independencia de que no exista una referencia expresa en el texto constitucional hacia la salvaguarda concreta del citado atributo, pues la obligación de protección deriva de disposiciones contenidas en dos tipos de ordenamientos superiores -Constitución y tratados internacionales- con los que cuenta el Estado Mexicano.”

Asimismo, el artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos prevé que nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques.

De igual manera, la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, en su artículo 11, establece que toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad; que nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación; y que toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.

Finalmente, el artículo 17 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos señala que nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación; y que toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.

En ese contexto, conforme al artículo 50 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios, establece que incurrirá en una falta administrativa no grave, aquellos servidores públicos cuyos actos y omisiones incumplan o transgredan el cumplimiento de sus funciones, atribuciones o comisiones, la atención de instrucciones, presentar en tiempo y forma las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, el cuidado de documentación, la rendición de cuentas sobre el ejercicio de sus funciones, entre otras.

Como se logra observar, las faltas no graves, son aquellas que cometen los servidores públicos por incumplimiento a sus funciones, o bien, a sus obligaciones y, por lo tanto, las consecuencias recaen directamente en contra, de este, al no haber una afectación a terceros (personas físicas, morales, instituciones públicas u otros trabajadores), ni haber un detrimento en el erario.

Así, se puede advertir que dichas faltas, no tienen una trascendencia social, pues no existe un daño externo, sino que únicamente la atañe al servidor público en cuestión.

Por lo expuesto, se desprende que dar a conocer el nombre, cargo o cualquier información que haga identificable al servidor público en un procedimiento de responsabilidad administrativa no grave condenatorio constituye información confidencial que afecta su esfera privada, puesto que podría generar una percepción negativa de éste, ocasionando un perjuicio en su honor, intimidad y buena imagen, pues como se precisó la afectación es para el propio servidor público, situación que no afecta a terceros.

Por lo que, nombre, cargo o cualquier información que haga identificable al servidor público, podría generar un juicio a priori por parte de la sociedad, afectando su prestigio y su buen nombre, pues la sociedad podría calificar a dicho servidor público, como ineficiente o corrupto, lo cual daña su vida privada y profesional, mismas que forman parte de su intimidad.

Por lo cual, se considera procedente la clasificación, en términos del artículo 143, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el nombre, cargo o cualquier información que haga identificable al servidor público que obre en procedimientos de responsabilidad administrativa por falta administrativa no grave, concluidos condenatorios que se encuentren firmes.

Establecido lo anterior, procedemos a entrar en materia al análisis del cambio de modalidad, para ello conviene mencionar que el artículo 155, fracción V, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, precisa que para presentar una solicitud, la persona solicitante podrá señalar la modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, mediante la expedición de copias simples o certificadas o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos. En la entidad, el Organismo Garante determinó en el formato de solicitud, que podría ser SAIMEX, CD-Rom (con costo), copias simples (con costo), copias certificadas (con costo), consulta directa (sin costo), o bien, cualquier otro que determine la persona solicitante.
Por su parte, el artículo 158 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dispone que, de manera excepcional, cuando de manera fundada y motivada lo determine el Sujeto Obligado, en los casos en que la entrega de la información que se encuentre a su disposición sobrepase las capacidades técnicas, administrativas y humanas del Sujeto Obligado para cumplir con la solicitud, se podrá poner a disposición del solicitante la información en consulta directa.
De modo que el acceso a la información debe darse en la modalidad de entrega elegida por la persona solicitante, y sólo para los casos en que se encuentren impedidos los Sujetos Obligados podrán ofrecer otra u otras modalidades debiendo fundar y motivar adecuadamente el cambio de modalidad en la entrega de la información, en términos de lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual, exige que todo acto de autoridad debe de estar debidamente fundado y motivado, en el que se exprese el precepto legal aplicable al caso, además de señalarse las circunstancias, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en cuenta para la emisión del acto, según se puede leer en la jurisprudencia del texto y rubro que inserta enseguida para mayor referencia:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con  el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que han de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicable, y b).- Los cuerpos legales y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”
En ese entendido, según lo dispuesto en los artículos 160 y 164 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, los Sujetos Obligados deben otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante manifieste, debiendo dar el acceso a la información en la modalidad de entrega solicitada, empero en caso de ofrecer otra u otras modalidades de entrega deberá fundar y motivar su respuesta, a saber:
“Artículo 160. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita.
Artículo 164. El acceso se dará en la modalidad de entrega y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante. Cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad solicitada, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega. En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.”
Esto es, los Sujetos Obligados podrán poner a disposición, los documentos solicitados, en todo caso, por cualquier medio disponible en sus instalaciones, cuando de forma fundada y motivada se determine que implica un análisis, estudio o procesamiento, cuya entrega o reproducción sobrepase las capacidades técnicas administrativas y humanas.
Para lo cual, conforme al artículo 174 de la ley de la materia, los costos de reproducción y, en su caso, de envío para la obtención de la información deberán ser cubiertos por el solicitante de manera previa a la entrega por parte del Sujeto Obligado.
En tales consideraciones, la entrega deberá hacerse, en la medida de lo posible, en la forma solicitada por el interesado, salvo que exista un impedimento justificado para atenderla, en cuyo caso, deberán exponerse las razones por las cuales no es posible utilizar el medio de reproducción solicitado; en este sentido, la entrega de la información en una modalidad distinta a la elegida por la particular sólo procede, en caso de que se acredite la imposibilidad de atenderla. 
Así, cuando se justifique el impedimento, los Sujetos Obligados deberán ofrecer a las personas solicitantes otras modalidades de entrega que permita la información, como consulta directa en las oficinas de la Unidad de Transparencia, la expedición de copias simples o certificadas, o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos, lo que se robustece con el criterio 08/17, emitido por el Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, el cual establece lo siguiente:
“Modalidad de entrega. Procedencia de proporcionar la información solicitada en una diversa a la elegida por el solicitante. De una interpretación a los artículos 133 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 136 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, cuando no sea posible atender la modalidad elegida, la obligación de acceso a la información se tendrá por cumplida cuando el sujeto obligado: a) justifique el impedimento para atender la misma y b) se notifique al particular la disposición de la información en todas las modalidades que permita el documento de que se trate, procurando reducir, en todo momento, los costos de entrega.”
Del citado criterio, se desprende que cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, para que la obligación de acceso a la información se tenga por cumplida, el Sujeto Obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega. En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades que lo permitan, procurando reducir los costos de entrega.
Además, según Calero, Natalia (2016), en la “Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública Comentada”, cuando los sujetos obligados ofrezcan como modalidad de entrega de la información, consulta directa, estos deberán fundar y motivar las razones por las cuales no es posible otorgar el acceso a los documentos de otra forma; además que se deberá explicar de manera detallada lo siguiente:
· Las razones por las cuales la información implicaba un análisis, estudio o procesamiento de datos;
· El tiempo no es suficiente para atender la solicitud en la modalidad elegida, y
· La cantidad de recursos humanos y materiales con los que cuenta el Sujeto Obligado son insuficientes.
Establecido lo anterior, se procede al estudio de las constancias que conforman a los expedientes electrónicos para determinar lo conducente, para ello debemos recordar que la parte Recurrente al momento de presentar las solicitudes de información que dieron origen a los Recursos de Revisión que nos ocupan, eligió como modalidad de entrega “Sistema de Acceso a la Información Pública Mexiquense”, tal como se aprecia a continuación:
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Posteriormente hasta la etapa de informe justificado, advertimos que el Sujeto Obligado se pronunció por conducto de las resoluciones por faltas administrativas no graves impuestas por la Contraloría Interna Municipal en el año 2022 suman un total de 60 resoluciones y una vez generado el archivo para la entrega de la información el peso de este es de 3,660 Megabytes, mientras que las resoluciones por faltas administrativas no graves impuestas por la Contraloría Interna Municipal en los años 2023 y 2024 suman un total de 167 resoluciones y una vez generado el archivo para la entrega de la información el peso de este es de 21,717 Megabytes, cabe señalar que ofrece la información en otras modalidades: copias simples o certificadas, modalidad de entrega digital, modalidad de consulta directa y a través de correo certificado.
En primer punto, es necesario reiterar que este Instituto realizó un requerimiento de información adicional al Sujeto Obligado, tendiente a conocer el número de fojas por cada resolución, de las 60 resoluciones a sanciones administrativas no graves, impuestas por el Órgano Interno de Control de Metepec del año 2022 y de las 167 resoluciones a sanciones administrativas no graves, impuestas por el Órgano Interno de Control de Metepec del año 2023 y del 1 de enero al 05 de marzo de 2024.

En este tenor, se advierte que el Sujeto Obligado atendió el requerimiento de información adicional en comento, expresando las siguientes consideraciones: 
· Que dicho requerimiento no forma parte de las formalidades que tiene el Instituto para resolver el Recurso de Revisión conforme al artículo 185 de la Ley de Transparencia.
·  Que el Sujeto Obligado en ningún momento coarta el derecho a la información al solicitante toda vez que debido al volumen de la información y el peso de la misma sobrepasa las capacidades del SAIMEX, razón por la cual se puso a disposición del solicitante en todas las modalidades en estricto apego al artículo 164 de la Ley de Transparencia Local, sin que ello haya sido una decisión unilateral pues se solicitó la incidencia a la Dirección General de Informática de este Instituto.
· Que el requerimiento de información adicional implica la realización de investigaciones para corroborar unilateralmente, el sentido de la respuesta formulada por el Sujeto Obligado, poniendo en duda por demás evidente y caprichosa la manera en que se proporciona al solicitante la información. 
En tal tesitura, este Instituto no quiere dejar de mencionar que la finalidad del requerimiento de información adicional no es corroborar el sentido de la respuesta y realizar investigación alguna sino contar con mayores elementos que permitan a este Organismo Garante determinar en este caso con mayor precisión la existencia de una imposibilidad técnica  en pro del derecho de acceso a la información pública de la persona solicitante, lo anterior, en virtud de que de la respuesta e informe justificado proporcionados por el Sujeto Obligado no queda claro si el peso que refiere concierne meramente a las determinaciones en sí o a los expedientes. 

Es de precisar que si bien, la Ley de Transparencia Local no contempla expresamente la generación de un requerimiento de información adicional, no menos cierto es que dicho documento pudiera fungir como una prueba presentada por el Sujeto Obligado durante la sustanciación de los presentes medios de impugnación: 

Artículo 185. El Instituto resolverá el recurso de revisión conforme a lo siguiente:
…
IV. Dentro del plazo mencionado en la fracción II, las partes podrán ofrecer todo tipo de pruebas o alegatos excepto la confesional por parte de los sujetos obligados y aquéllas que sean contrarias a derecho;

Asimismo, el Reglamento Interior vigente de este Instituto dispone en su artículo 14 lo siguiente: 

“Artículo 14. Corresponde a las y los Comisionados del Instituto ejercer las atribuciones siguientes:
…
III. Realizar, por sí o por medio del personal adscrito a su Ponencia, las diligencias y audiencias, cuando así lo estimen conveniente, en la sustanciación de los recursos de revisión;” (Énfasis añadido)

En esta consecución de ideas, es pertinente enfatizar que el requerimiento de información adicional si se encuentra previsto dentro del Reglamento Interior que rige el actuar de este Organismo Garante pues es una diligencia auxiliar para el desahogo de estos medios de impugnación y únicamente tenía la finalidad de obtener mayores elementos que permitieran determinar con mayor claridad una imposibilidad de carácter técnico, sin embargo, como se detallará en líneas subsecuentes, con los elementos aportados hasta este momento procesal no se cuenta con la certeza de que en efecto se actualice una imposibilidad técnica para entregar la información solicitada vía SAIMEX. 

Aunado a lo anterior, derivado del peso referido por el Sujeto Obligado en sus informes justificados, es decir, 3.45 GB (3,660 Megabytes) para las resoluciones del año 2022 y 20.2 GB (21,717 Megabytes) para las resoluciones de los años 2023 y 2024, este Instituto procedió a consultar con la Dirección General de Informática de este Instituto, el número de fojas que caben en dichos pesos, obteniendo así lo siguiente:
[image: ]
Por lo anterior, abordamos a las siguientes conclusiones: 

· Que del análisis a las capturas de pantalla presentadas por el Sujeto Obligado se advierte una incongruencia entre las cifras reportadas en virtud de que para 2022 asevera contar con 59 archivos relativos a resoluciones no graves de 2022 y para 2023-2024 refiere contar con 168 archivos cuando en el oficio del contralor se está haciendo referencia a que son 60 resoluciones para 2022 y 167 para 2023-2024.

· Que al tener en cuenta que lo solicitado son meramente las resoluciones, es decir, la determinación final generada por la autoridad resolutora, no así la totalidad de las constancias que integran los expedientes de cada resolución, no se acreditó a lo largo de la sustanciación de los medios de impugnación que concretamente la información solicitada pudiera sobrepasar las capacidades técnicas del SAIMEX pues no se puntualizó el número de fojas que compone la información, por lo tanto si tomamos en cuenta el número de fojas que la Dirección General de Informática reporta que caben en 20.2 GB y 3.45 GB, nos encontramos ante una incongruencia pues reporta que cuenta con 60 resoluciones para 2022 y 167 para 2023-2024. 

Precisado lo anterior, conviene esquematizar los argumentos expuestos con anterioridad para efecto de determinar si el Sujeto Obligado cumplió con los elementos necesarios para el cambio de modalidad:
	Elementos del cambio de modalidad
	Contenido
	Cumple

	Número de folio de la solicitud
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	Sí

	Referencia al peso de la información.
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	Sí

	Referencia a otras modalidades de entrega de la información.
	“…solicita se haga la incidencia correspondiente ante la Dirección General de Informática de este Instituto y ofrece la información en otras modalidades: copias simples o certificadas, modalidad de entrega digital, modalidad de consulta directa y a través de correo certificado.…”
	Sí

	Referencia que la información se pone a disposición por 60 días
	   Únicamente lo refiere para el caso de la consulta directa 
	Parcialmente

	Registro  de su incidencia ante informática
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	Sí



Por lo anteriormente esquematizado, se puede observar que si bien es cierto el cambio de modalidad propuesto por el Sujeto Obligado parcialmente cumple con las formalidades establecidas por los ordenamientos en materia de transparencia, en virtud de que se hizo del conocimiento de la parte Recurrente, la puesta a disposición de la información en otras modalidades de entrega de la información y se registró la incidencia técnica ante la Dirección General de Informática, no menos cierto es que respecto del peso de la información, no se tiene certeza si este atiende concretamente a los expedientes o las determinaciones en sí; además de que se visualizan inconsistencias entre los números de resoluciones los pesos reportados pues para 2022 el Sujeto Obligado en las capturas de pantalla que adjunta para dar cuenta de la capacidad, asevera contar con 59 archivos relativos a resoluciones no graves de 2022 y para 2023-2024 refiere contar con 168 archivos mientras que en el oficio del contralor se está haciendo referencia a que son 60 resoluciones para 2022 y 167 para 2023-2024. En atención a ello, es dable afirmar que a partir de estos elementos no es posible determinar que estemos ante una incapacidad técnica para cargar la información al SAIMEX, pues en los momentos procesales oportunos no se puntualizó dicha situación.
Aunado a lo descrito, el Organismo Garante Nacional, ha considerado que no resulta suficiente justificar una imposibilidad técnica y humana para acreditar un cambio de modalidad, sino que es necesario demostrar otros impedimentos, como que la información se encontrará en un formato diverso a lo solicitado, que fuera de imposible reproducción en el medio elegido por el Solicitante, que la información ameritara el cruce de información en los sistemas de datos, entre otros, argumentos que encuentran sustento dentro diversas de sus resoluciones de Recursos de Inconformidad, por enunciar algunas, RIA 136/20, RIA 140/20, RIA 153/20 RIA 237/20, RIA 257/20, RIA 258/20, ello con el fin de privilegiar el Principio de Gratuidad y Máxima Publicidad, por lo que en el presente caso, se tiene que  el Sujeto Obligado proporcionó otras modalidades  para de la entrega de la información, a través de su respuesta que adjuntó al Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX); tal como copia simple o certificada; de disco compacto, medios de almacenamiento (USB), e incluso su envió a través de correo certificado previo pago de los costos de reproducción correspondientes, o sin costo si la persona solicitante proporciona los medios para la entrega de la misma.
Siendo las cosas así, cabe invocar el contenido del Capítulo X de Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, respecto a la consulta directa, que señala:

“CAPÍTULO X
DE LA CONSULTA DIRECTA
Sexagésimo séptimo. Para la atención de solicitudes en las que la modalidad de entrega de la información sea la consulta directa y, con el fin de garantizar el acceso a la información que conste en documentos que contengan partes o secciones clasificadas como reservadas o confidenciales en la modalidad antes citada, previamente el Comité de Transparencia del sujeto obligado deberá emitir la resolución en la que funde y motive la clasificación de las partes o secciones que no podrán dejarse a la vista del solicitante. 
Sexagésimo octavo. En la resolución del Comité de Transparencia a que se refiere el lineamiento inmediato anterior, se deberán establecer las medidas que el personal encargado de permitir el acceso al solicitante deberá implementar, a fin de que se resguarde la información clasificada, atendiendo a la naturaleza del documento y el formato en el que obra. 
Sexagésimo noveno. En caso de que no sea posible otorgar acceso a la información en la modalidad de consulta directa ya sea por la naturaleza, contenido, el formato del documento o características físicas del mismo, el sujeto obligado deberá justificar el impedimento para el acceso a la consulta directa y, de ser posible, ofrecer las demás modalidades en las que es viable el acceso a la información. 
Septuagésimo. Para el desahogo de las actuaciones tendientes a permitir la consulta directa, en los casos en que ésta resulte procedente, los sujetos obligados deberán observar lo siguiente: 
I. Señalar claramente al particular, en la respuesta a su solicitud, el lugar, día y hora en que se podrá llevar a cabo la consulta de la documentación solicitada. En caso de que, derivado del volumen o de las particularidades de los documentos, el sujeto obligado determine que se requiere más de un día para realizar la consulta, en la respuesta a la solicitud también se deberá indicar esta situación al solicitante y los días, y horarios en que podrá llevarse a cabo. 
II. En su caso, la procedencia de los ajustes razonables solicitados y/o la procedencia de acceso en la lengua indígena requerida; 
III. Indicar claramente la ubicación del lugar en que el solicitante podrá llevar a cabo la consulta de la información debiendo ser éste, en la medida de lo posible, el domicilio de la Unidad de Transparencia, así como el nombre, cargo y datos de contacto del personal que le permitirá el acceso; 
IV. Proporcionar al solicitante las facilidades y asistencia requerida para la consulta de los documentos;
V. Abstenerse de requerir al solicitante que acredite interés alguno; 
VI. Adoptar las medidas técnicas, físicas, administrativas y demás que resulten necesarias para garantizar la integridad de la información a consultar, de conformidad con las características específicas del documento solicitado, tales como: 
a) Contar con instalaciones y mobiliario adecuado para asegurar tanto la integridad del documento consultado, como para proporcionar al solicitante las mejores condiciones para poder llevar a cabo la consulta directa; 
b) Equipo y personal de vigilancia;
c) Plan de acción contra robo o vandalismo; 
d) Extintores de fuego de gas inocuo; 
e) Registro e identificación del personal autorizado para el tratamiento de los documentos o expedientes a revisar;
f) Registro e identificación de los particulares autorizados para llevar a cabo la consulta directa, y 
g) Las demás que, a criterio de los sujetos obligados, resulten necesarias. 
VII. Hacer del conocimiento del solicitante, previo al acceso a la información, las reglas a que se sujetará la consulta para garantizar la integridad de los documentos, y
VIII. Para el caso de documentos que contengan partes o secciones clasificadas como reservadas o confidenciales, el sujeto obligado deberá hacer del conocimiento del solicitante, previo al acceso a la información, la resolución debidamente fundada y motivada del Comité de Transparencia, en la que se clasificaron las partes o secciones que no podrán dejarse a la vista del solicitante. 
Septuagésimo primero. La consulta física de la información se realizará en presencia del personal que para tal efecto haya sido designado, quien implementará las medidas para asegurar en todo momento la integridad de la documentación, conforme a la resolución que, al efecto, emita el Comité de Transparencia. 
El solicitante deberá observar en todo momento las reglas que el sujeto obligado haya hecho de su conocimiento para efectos de la conservación de los documentos. 
Septuagésimo segundo. El solicitante deberá realizar la consulta de los documentos requeridos en el lugar, horarios y con la persona destinada para tal efecto. 
Si una vez realizada la diligencia, en el tiempo previsto para ello, no fuera posible consultar toda la documentación, el solicitante podrá requerir al sujeto obligado una nueva cita, misma que deberá ser programada indicándole al particular los días y horarios en que podrá llevarse a cabo. 
Septuagésimo tercero. Si una vez consultada la versión pública de la documentación, el solicitante requiriera la reproducción de la información o de parte de la misma en otra modalidad, salvo impedimento justificado, los sujetos obligados deberán otorgar acceso a ésta, previo el pago correspondiente, sin necesidad de que se presente una nueva solicitud de información. 
La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples.”

Preceptos legales que de igual forma fueron inobservados por el Sujeto Obligado, para hacer el cambio de modalidad de entrega de la información. 

Preceptos legales que de igual forma fueron inobservados por el Sujeto Obligado, para hacer el cambio de modalidad de entrega de la información. 
En quinto punto, es preciso señalar que dentro de la respuesta del Sujeto Obligado no obra la debida fundamentación y motivación para justificar la imposibilidad técnica para entregar la información solicitada pues no precisa en concreto si los pesos que refiere en sus informes justificado corresponden a las determinaciones en concreto o a los expedientes generados, por lo que es de señalar que el máximo tribunal del país ha establecido jurisprudencia respecto a qué debe entenderse por fundamentación y motivación, en los siguientes términos:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento…” 
De tal manera que, en un acto de autoridad se surte la debida fundamentación cuando se cita el precepto legal aplicable al caso concreto y la debida motivación cuando se expresan las razones, motivos o circunstancias que tomó en cuenta la autoridad para adecuar el hecho a los fundamentos de derecho, sirviendo de sustento la diversa jurisprudencia dictada por el Poder Judicial de la Federación que sostiene que la finalidad de la fundamentación o motivación es la de explicar, justificar, posibilitar la defensa y comunicar la decisión de la autoridad:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.”

Por lo cual, la fundamentación y motivación implica que, en el acto de autoridad, además de contenerse los supuestos jurídicos aplicables, debe de explicarse claramente por qué a través de la utilización de la norma se emitió el acto. De este modo, la persona que se siente afectada pueda impugnar la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa, circunstancia que no se actualizó en el presente asunto.

Bajo esta óptica, se colige que el derecho de la persona solicitante de acceder a los documentos que obran en posesión del Sujeto Obligado no ha sido satisfecho, en virtud de que no le fue proporcionada la información solicitada, incumpliendo así lo previsto en el artículo 4 de la Ley de la Materia; apegándose en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y demás relativos y aplicables en la Materia, al establecer que toda información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público en los términos que fijen las leyes; y al reconocerse como un derecho fundamental es que todo Sujeto Obligado debe ceñir su actuar a la conservación patrimonial de sus archivos documentales y posteriormente el acceso de la información pública, buscando la disponibilidad de los mismos.

En este tenor, se colige que el Sujeto Obligado, no acreditó la imposibilidad técnica para proporcionar la información solicitada a través del SAIMEX, ni se fundó ni motivó las razones por las que era necesario realizar un cambio de modalidad de entrega de la información.

En este tenor, se colige que el Sujeto Obligado, no acreditó la imposibilidad técnica para proporcionar la información solicitada a través del SAIMEX; por lo cual, no resulta procedente el cambio de modalidad en la entrega de la información.

Expuestas estas consideraciones, se tiene que el Sujeto Obligado, no acreditó imposibilidad alguna para la procedencia del cambio de modalidad a consulta directa; en razón de que no demostró lo siguiente:
· Que concretamente en las solicitudes de información 00116/METEPEC/IP/2024 y 00115/METEPEC/IP/2024, se cuenta con la imposibilidad técnica para hacer entrega de la información vía SAIMEX pues no se tiene certeza si los pesos a los que está haciendo referencia corresponden a los expedientes o a las determinaciones solicitadas.
· Las razones y fundamentos suficientes para no entregar la información a través del SAIMEX.
[bookmark: _heading=h.4d34og8]Es por ello que para este Instituto el Sujeto Obligado no acreditó la imposibilidad a la que hace alusión, establecida en el artículo 158 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, para validar el cambio de modalidad a consulta directa, por lo que, los agravios resultan FUNDADOS y es por ello que este Organismo Garante determina REVOCAR las respuestas de los recursos de revisión 01909/INFOEM/IP/RR/2024 y 01910/INFOEM/IP/RR/2024 acumulados, para ordenar la entrega de las resoluciones derivadas de procedimientos concluidos por faltas administrativas no graves condenatorios, que se encuentren firmes, impuestas por el Órgano Interno de Control de Metepec, referidas en los informes justificados, conforme al considerando quinto.
Quinto. Versión Pública. Para la entrega de la información, en razón de que el derecho de acceso a la información pública no es absoluto, sino que encuentra como excepciones que la información sobre la cual se peticiona el acceso, sea o contenga datos que deban ser clasificados en los términos que la misma Ley de la Materia señala, el Sujeto Obligado tendrá que hacer la elaboración de una versión pública de los documentos que vaya entregar para dar cumplimiento a esta resolución, a fin de satisfacer el derecho de acceso a la información pública de la parte Recurrente sin menoscabar el derecho a la protección de los datos personales de terceros.
Lo anterior, de conformidad a lo que señalan los artículos 3, fracciones IX, XX, XXXII, XLV; 6, 137 y 143 fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, que se leen como sigue:
 “Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México;
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial;
XXXII. Protección de Datos Personales: Derecho humano que tutela la privacidad de datos personales en poder de los sujetos obligados y sujetos particulares;
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.”

“Artículo 6. Los datos personales son irrenunciables, intransferibles e indelegables, por lo que los sujetos obligados no deberán proporcionar o hacer pública la información que contenga, con excepción de aquellos casos en que deban hacerlo en observancia de las disposiciones aplicables. En el caso de los derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición; los principios, procedimientos, medidas de seguridad en el tratamiento y demás disposiciones en materia de datos personales, se deberá estar a lo dispuesto en las leyes de la materia.”

“Artículo 137. Cuando un mismo medio, impreso o electrónico, contenga información pública y reservada o confidencial, la Unidad de Transparencia para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.”

“Artículo 143. Para los efectos de esta Ley se considera información confidencial, la clasificada como tal, de manera permanente, por su naturaleza, cuando:
I. Se refiera a la información privada y los datos personales concernientes a una persona física o jurídica colectiva identificada o identificable;
II. Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; y
III. La que presenten los particulares a los sujetos obligados, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales.” 

De los preceptos anteriores se desprende que cuando un documento que vaya a ser entregado vía acceso a la información pública, contenga tanto información de interés público como información que debe ser clasificada, se hará la entrega del mismo, testando las secciones o datos que deban ser clasificados; por ende el Sujeto Obligado deberá proceder a testar los datos personales que se encuentren contenidos en los documentos a entregar para satisfacer el derecho de acceso a la información pública de la parte Recurrente, esto es, los datos concernientes a una persona identificada o identificable, o aquellos datos que tengan el carácter de sensibles, es decir los que afectan la esfera más íntima de su titular o cuya utilización indebida pueda dar origen a discriminación o conlleven un riesgo grave para aquel de acuerdo a lo que señala la fracción XII del artículo 4 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México.

Datos que deberá clasificar como confidenciales por tratarse precisamente de información privada, puesto que los datos personales son irrenunciables, intransferibles e indelegables y los Sujetos Obligados no deberán hacer entrega de los mismos a personas ajenas a su titular.

Por ende, la clasificación de la información no opera con la simple supresión de datos que se haga en los documentos de que se trate o con la simple decisión que tome el Servidor Público Habilitado o el Responsable de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, sino que ello deberá realizarse en términos de lo que disponen los artículos 49 fracción VIII, 53, fracción X y 59, fracción V, de la Ley en consulta, cuyo sentido literal es el siguiente:

“Artículo 49. Los Comités de Transparencia tendrán las siguientes atribuciones:
VIII. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información…”
“Artículo 53. Las Unidades de Transparencia tendrán las siguientes funciones:
X. Presentar ante el Comité, el proyecto de clasificación de información…” 
“Artículo 59. Los servidores públicos habilitados tendrán las funciones siguientes:
V. Integrar y presentar al responsable de la Unidad de Transparencia la propuesta de clasificación de información, la cual tendrá los fundamentos y argumentos en que se basa dicha propuesta…” 

Denotándose de dichos elementos normativos que el determinar la clasificación de la información es un trabajo en conjunto tanto de los Servidores Públicos Habilitados, de las Unidades de Transparencia y del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado, teniendo el deber los primeros de ellos de presentar ante la Unidad de Transparencia la propuesta de la clasificación de la información, para que luego ésta presente ante al Comité de Transparencia de así resultar procedente el proyecto de clasificación de la información y finalmente sea éste último quien apruebe, modifique o revoque la clasificación de la información solicitada.

Para lo cual, a su vez en el caso de información de carácter confidencial, se debe atender a lo que señala el artículo 149 de la Ley de Transparencia Local vigente, que se lee como sigue:

“Artículo 149. El acuerdo que clasifique la información como confidencial deberá contener un razonamiento lógico en el que demuestre que la información se encuentra en alguna o algunas de las hipótesis previstas en la presente Ley.”

Es decir, el Sujeto Obligado a través de su Comité de Transparencia, deberá elaborar acuerdo que contenga un razonamiento lógico con el que se demuestre que la información que se testa de las versiones públicas que se sirva elaborar, encuadra en alguna de las hipótesis que contempla la Ley de la Materia en su artículo 143; ya que de lo contrario, se crearía la incertidumbre jurídica en relación a si lo entregado es formalmente una versión pública, o un documento ilegible, incompleto o tachado; en otras palabras si no se exponen de manera puntual las razones de la versión pública de la documentación entregada se estaría violentando el derecho de acceso a la información de la parte solicitante.

Al respecto, se destaca que la versión pública que elabore el Sujeto Obligado debe cumplir con las formalidades exigidas en la Ley; es decir, resulta necesario que el Comité de Transparencia del Sujeto Obligado emita el Acuerdo de Clasificación correspondiente debidamente fundado y motivado, que sustente la versión pública, el cual deberá cumplir cabalmente con las formalidades previstas en el artículo 137 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ya expuesto; así como con los numerales aplicables de los LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES PÚBLICAS, publicados en el Diario Oficial de la Federación en fecha dieciocho de noviembre del año dos mil veintidós, mediante Acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, que literalmente expresan:

“Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas
“Segundo.- Para efectos de los presentes Lineamientos Generales, se entenderá por:
XVIII. Versión pública: El documento a partir del que se otorga acceso a la información, en el que se testan partes o secciones clasificadas, indicando el contenido de éstas de manera genérica, fundando y motivando la reserva o confidencialidad, a través de la resolución que para tal efecto emita el Comité de Transparencia.
Cuarto. Para clasificar la información como reservada o confidencial, de manera total o parcial, el titular del área del sujeto obligado deberá atender lo dispuesto por el Título Sexto de la Ley General, en relación con las disposiciones contenidas en los presentes lineamientos, así como en aquellas disposiciones legales aplicables a la materia en el ámbito de sus respectivas competencias, en tanto estas últimas no contravengan lo dispuesto en la Ley General.
Los sujetos obligados deberán aplicar, de manera estricta, las excepciones al derecho de acceso a la información y sólo podrán invocarlas cuando acrediten su procedencia.
Quinto. La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los supuestos de clasificación previstos en la Ley General, la Ley Federal y leyes estatales, corresponderá a los sujetos obligados, por lo que deberán fundar y motivar debidamente la clasificación de la información ante una solicitud de acceso o al momento en que generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia, observando lo dispuesto en la Ley General y las demás disposiciones aplicables en la materia.
…
Séptimo. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se  determine mediante resolución del Comité de Transparencia, el órgano garante 
competente, o en cumplimiento a una sentencia del Poder Judicial; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en la Ley General, la Ley Federal y las correspondientes de las entidades federativas.
Los titulares de las áreas deberán revisar la clasificación al momento de la recepción de una solicitud de acceso a la información, para verificar si encuadra en una causal de reserva o de confidencialidad.
Octavo. Para fundar la clasificación de la información se debe señalar el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la ley o tratado internacional suscrito por el Estado mexicano que expresamente le otorga el carácter de reservada o confidencial.
Para motivar la clasificación se deberán señalar las razones o circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.
En caso de referirse a información reservada, la motivación de la clasificación deberá comprender el análisis de la prueba de daño a que hace referencia el artículo 104 de la Ley General, en relación con el artículo trigésimo tercero de los presentes lineamientos, así como las circunstancias que justifican el establecimiento de determinado plazo de reserva. 
Noveno. En los casos en que se solicite un documento o expediente que contenga partes o secciones clasificadas, los titulares de las áreas deberán elaborar una versión pública fundando y motivando la clasificación de las partes o secciones que se testen, siguiendo los procedimientos establecidos en el Capítulo IX de los presentes lineamientos.
Décimo. Los titulares de las áreas, deberán tener conocimiento y llevar un registro del personal que, por la naturaleza de sus atribuciones, tenga acceso a los documentos clasificados. Asimismo, deberán asegurarse de que dicho personal cuente con los conocimientos técnicos y legales que le permitan manejar adecuadamente la información clasificada, en los términos de la Ley General de Archivos, Lineamientos para la Organización y Conservación de Archivos y demás normatividad aplicable.
En ausencia de los titulares de las áreas, la información será clasificada o desclasificada por la persona que lo supla, en términos de la normativa que rija la actuación del sujeto obligado.
Décimo primero. En el intercambio de información entre sujetos obligados para el ejercicio de sus atribuciones, los documentos que se encuentren clasificados deberán llevar la leyenda correspondiente de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VIII de los presentes lineamientos.

[…]
CAPÍTULO VIII
DE LOS ELEMENTOS PARA LA CLASIFICACIÓN
Quincuagésimo. Los titulares de las áreas de los sujetos obligados podrán establecer sus propios modelos o formatos para la elaboración de versiones públicas de documentos o expedientes, siempre y cuando cumplan lo establecido en los presentes Lineamientos, así como en las correspondientes Leyes Generales.
Quincuagésimo primero. Toda acta del Comité de Transparencia deberá contener:
I. El número de sesión y fecha; 
II. El nombre del área que solicitó la clasificación de información;
III. La fundamentación legal y motivación correspondiente;
IV. La resolución o resoluciones aprobadas; y
V. La rúbrica o firma digital de cada integrante del Comité de Transparencia. 
Las resoluciones del Comité en las que se haya determinado confirmar o modificar la clasificación de información pública como reservada, deberán incluir, cuando menos:
I. Los motivos y razonamientos que sustenten la confirmación o modificación de la prueba de daño;
II. Descripción de las partes o secciones reservadas, en caso de clasificación parcial;
III. El periodo por el que mantendrá su clasificación y fecha de expiración; y
IV. El nombre del titular y área encargada de realizar la versión pública del documento, en su caso.
En los casos en que se clasifique la información como reservada siempre se entregará o anexará la prueba de daño con la respuesta al solicitante. 
En los casos de resoluciones del Comité de Transparencia en las que se confirme la clasificación de información confidencial solo se deberán de identificar los tipos de datos protegidos, de conformidad con el lineamiento trigésimo octavo.
Quincuagésimo segundo. Para la clasificación y elaboración de versiones públicas de documentos que contengan información clasificada como reservada o confidencial, las áreas de los sujetos obligados deberán tomar las medidas pertinentes tendientes a asegurar que el espacio utilizado para testar la información no podrá ser empleado para la sobreposición de contenido distinto al autorizado por el Comité.
En el caso específico de la clasificación y elaboración de versiones públicas de documentos que contengan información confidencial, las áreas de los sujetos obligados deberán:
I. Fijar la fecha en que se elaboró la versión pública y la fecha en la cual el Comité de Transparencia confirmó dicha versión;
II. Señalar dentro del documento el tipo de información confidencial que fue testada en cada caso específico, de conformidad con el lineamiento trigésimo octavo; y
III. Señalar las personas o instancias autorizadas a acceder a la información clasificada.
En los documentos de difusión electrónica, señalar en la primera hoja y en el nombre del archivo, que la versión pública corresponde a un documento que contiene información confidencial.
Quincuagésimo tercero. El formato para señalar la clasificación de un documento o expediente que contenga información reservada, es el siguiente::
	
	Concepto
	Dónde:

	Sello oficial o logotipo del sujeto obligado
	Fecha de clasificación
	Se anotará la fecha en la que el Comité de Transparencia confirmó la clasificación del documento o expediente, en su caso.

	
	Área
	Se señalará el nombre del área del cual es titular quien clasifica.

	
	Información reservada
	Se indicarán las partes o páginas del documento que se clasifican como reservadas, o, en su caso, se precisará que se ha reservado el documento o expediente en su totalidad.

	
	Periodo de reserva
	Se anotará el número de años o meses por los que se mantendrá reservado el documento, el expediente o, en su caso, las partes o secciones reservadas.

	
	Fundamento legal
	Se señalará el nombre del ordenamiento, el o los artículos, fracción(es), párrafo(s) con base en los cuales se sustente la reserva.

	
	Ampliación del periodo de reserva
	En caso de haber solicitado la ampliación del periodo de reserva originalmente establecido, se deberá anotar el número de años o meses por los que se amplía la reserva.

	
	Rúbrica del titular del área
	Rúbrica autógrafa o firma digital de quien clasifica.

	
	Fecha de desclasificación
	Se anotará la fecha en que se desclasifica el documento.

	
	Rúbrica y cargo del servidor público
	Rúbrica autógrafa o firma digital de quien desclasifica.

	
	


Quincuagésimo cuarto. Cuando el Comité de Transparencia confirme la clasificación de documentos reservados y/o confidenciales, sea total o parcialmente; se deberá anexar al expediente la resolución que determinó la clasificación o, en su defecto, identificar en la carátula del expediente del cual formen parte, la fecha y sesión del Comité de Transparencia en la que se confirmó dicha clasificación.
Quincuagésimo quinto. Cada área del sujeto obligado podrá designar formalmente a una o más personas como responsables del testado, que sean encargadas de la adecuada elaboración o supervisión de las versiones públicas de los documentos o expedientes, verificando que cumplan con los requisitos señalados en las Leyes Generales, los presentes Lineamientos y demás normativa aplicable antes de su confirmación por el Comité de Transparencia.” 

Efectivamente, cuando se clasifica información como confidencial es importante someterlo al Comité de Transparencia, quien debe confirmar, modificar o revocar la clasificación.

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia que la sustente, en el que se expongan los fundamentos y razonamientos que llevaron al Sujeto Obligado a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que no hacerlo implica que lo entregado no es legal ni formalmente una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; pues no señalar las razones por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen- deja al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva, es decir, si no se exponen de manera puntual las razones de ello se estaría violentando desde un inicio el derecho de acceso a la información del solicitante, por lo que el acuerdo respectivo, deberá hacerse del conocimiento de la parte Recurrente.
Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo prescrito en los artículos 5 párrafos trigésimo segundo, trigésimo tercero y trigésimo cuarto de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 2, fracción II; 29, 36 fracciones I y II; 176, 178, 181, 185 y 186 fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, este Pleno:
I. R E S U E L V E:
[bookmark: _heading=h.3znysh7]Primero. Resultan fundados los motivos de inconformidad hechos valer por la parte Recurrente en los Recursos de Revisión 01909/INFOEM/IP/RR/2024 y 01910/INFOEM/IP/RR/2024 acumulados, por lo que, en términos del Considerando Cuarto de la presente resolución, se REVOCAN las respuestas del Sujeto Obligado.
[bookmark: _heading=h.2et92p0]Segundo. Se Ordena al Sujeto Obligado que en términos de los Considerandos Cuarto y Quinto de esta resolución haga entrega a la parte Recurrente a través del SAIMEX, en versión pública de ser procedente, en términos de los Considerandos Cuarto y Quinto de la presente resolución, lo siguiente: 
· Las resoluciones derivadas de procedimientos concluidos por faltas administrativas no graves condenatorios, que se encuentren firmes, impuestas por el Órgano Interno de Control de Metepec, referidas en los informes justificados.

Debiendo acompañar el Acuerdo del Comité de Transparencia de conformidad a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen de los soportes documentales objeto de las versiones públicas que se formulen y se pongan a disposición de la parte Recurrente.

Tercero.  Notifíquese vía SAIMEX, la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
Cuarto. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.
[bookmark: _heading=h.tyjcwt]Quinto. Notifíquese vía SAIMEX, a la parte Recurrente la presente resolución, así como que podrá impugnar vía Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 
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NOTIFICACION DEL REQUERIMIENTO DE INFORMACION ADICIONAL RR 1909/24 Y
ACUMULADO

De : Monserrat Vasquez Blas mié, 28 de ago de 2024 14:19
<monserrat.vasquez@itaipem.org.mx> £ 1 ficheros aduntos
Asunto : NOTIFICACION DEL REQUERIMIENTO DE
INFORMACION ADICIONAL RR 1909/24 Y
ACUMULADO

Para : Ayuntamiento de Metepec
<metepec@itaipem.org.mx>
Para o CC : berenice carrillo <berenice.carrillo@infoem.org.mx>

Lic. Gerardo Arturo Ozuna Martinez
Director de Transparencia y Gobierno Abierto del H. Ayuntamiento de Metepec
PRESENTE:

Sea este el medio para enviarle un cordial saludo, al mismo tiempo aprovecho el presente ocurso
para informarte que por instrucciones de la Comisionada Guadalupe Ramirez Peia, le comparto el
documento que contiene el requerimiento de informacian adicional para efecto de contar con mayores
clementos en la  emsibn de la resoucidn de los recursos  de
Trevision 01909 /INFOEM/IP/RR/2024 v 01910/INFOEM/IP/RR/2024 acumulado.
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ATENCION A REQUERIMIENTO DE INFORMACION ADICIONAL

De : Direcién de Transparencia y Gobiemo Abierto lun, 02 de sept de 2024 17:44
<transparencia@metepec.gob.mx> 1 ficheros adjuntos
Asunto : ATENCION A REQUERIMIENTO DE INFORMACION
ADICIONAL
Para : berenice carrillo <berenice.carrillo@infoem.org.mx>,
monserrat vasquez
<monserrat.vasquez@itaipem.org.mx>
POR MEDIO DEL PRESENTE SE ADJUNTA LA RESPUESTA DEL SERVIDOR PUBLICO
HABILITADO PARA DAR CONTESTACION AL REQUERIMIENTO DE INFORMACION ADICIONAL

~— Requerimiento sol 115y 116 RR 1909.pdf
3MB
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Al respecto, me permito comunicar a usted que tal requerimiento, no forma parte de las
formalidades que tiene el Instituto para resolver el Recurso de Revision, previstos en el
articulo 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Informacion Publica del Estado de
Meéxico y Municipios, que a la letra dice:

f
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“Articulo 185. El Instituto resolvera el recurso de revision conforme a lo siguiente:

. Interpuesto el recurso de revision, el sistema electronico y excepcionalmente, el Presidente
del Pleno lo turnaré en un plazo no mayor de tres dias hébiles, al Comisionado ponente que
corresponda, quien deberd proceder a su andlisis para que decrete su admision o su
desechamiento;

. Admitido el recurso de revision, la o el Comisionado ponente deberd integrar un expediente
y ponerlo a disposicion de las partes, para que. en un plazo méximo de siete dias habiles,
manifiesten Io que a su derecho convenga;

Il Recibido el informe justificado, cuando se modifique la respuesta, este se pondré a
disposicion del recurrente para que en un plazo de tres dias habiles, manifieste lo que a su
derecho convenga;

IV. Dentro del plazo mencionado en la fraccion I, fas partes podran ofrecer todo tipo de
pruebas o alegatos excepto la confesional por parte de Ios sujetos obligados y aquéllas que
sean contrarias a derecho;

V. La 0 el Comisionado ponente podra determinar la celebracién de audiencias con las partes
durante la sustanciacion del recurso de revision:

VL. Concluido el plazo sefialado en a fraccion Il del presente articulo, la o el Comisionado
ponente procedera a decretar el cierre de instruccion;

VIl El Instituto no estaré obligado a atender la informacion remitida por el sujeto obligado una
vez decretado el cierre de instruccion; y.

Vill. Decretado el cierre de instruccion, el expediente pasard a resolucion, en un plazo que
o podré exceder de veinte dias habiles”

Asi mismo en el estudio del oficio mediante el cual se hace requerimiento de informacién
adicional, del Recurso de Revision 01909/INFOEM/IP/RR/2024 y acumulado, indica que.
“el Contralor Interno Municipal, hace valer una imposibilidad de caracter técnico, poniendo a
disposicion de la persona solicitante la informacion solicitada, en diversas modalidades".

De este primer parrafo, se deduce que el sujeto obligado en ningin momento coarta el
derecho a la informacion al solicitante toda vez que debido al volumen de la informacion y el
peso de la misma sobrepasa las capacidades del SAIMEX, razon por la cual se puso 3
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disposicion del solicitante todas las modalidades en estricto apego al articulo 164 de la Ley
de Transparencia y Acceso a la Informacion Publica del Estado de México y Municipios, para
que este tuviera acceso a la informacion. Para ello sin que haya sido una decision unilateral
o arbitraria, se solcitd la incidencia correspondiente a la Direccion General de Informatica
del Instituto de Transparencia, Acceso a la Informacion Pibiica y Proteccion de Datos
Personales del Estado de México y Municipios (INFOEM),

“Articulo 158. De manera excepcional, cuando de forma fundada y motivada asi lo determine
el sujeto abligado, en aquellos casos en que la informacion solicitada que ya se encuentre en
su posesion impligue andlisis, estudio o procesamiento de documentos cuya entrega o
reproduccion sobrepase las capacidades técnicas administrativas y humanas del sujeto
obligado para cumplir con /a solcitud, en los plazos establecidos para dichos efectos, se
podra poner a disposicion del solicitante los documentos en consulta directa, salvo la
informacion clasificada.

En todo caso, se faciltar su copia simple o certificada, asi como su reproduccion por
cualquier medio disponible en las instalaciones el sujeto obligado o que, en su caso. aporte
el solictante”

“Articulo 164. El acceso se dard en la modalidad de entrega y, en su caso, de envio elegidos
por el solicitante. Cuando la informacion no pueda entregarse o enviarse en la modalidad
solicitada, el sujeto obligado debera ofrecer otra u otras modalidades de entrega.

En cualquier caso, se debera fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades"

Esto es asl, atento a que de parte del sujeto obligado y con la finalidad de dar respuesta al
requerimiento de informacion y cargar en el sistema el archivo digital correspondiente, se
promovi6 incidencia al Director General de Informativa de dicho Instituto, para definir lo
conducente con respecto a que la informacion a entregar sobrepasa las capacidades
técnicas del Saimex, se solicita la emision del dictamen a fin de sustentar el cabio de
modalidad de entrega de informacion y *..a efecto de garantizar el acceso a la informacion
al solcitante.”

En respuesta a lo solicitado, el Director General de Informatica de dicho instituto mediante
0s oficios INFOEM/DGI/350/2024 y INFOEM/DGI/351/2024 en fechas 20 de mayo del 2024,
en su parte conducente dicen:

“...con base en los articulos 158 y 164 de la citada ley de Transparencia, para solicitar
incidencia técnica para subir informacion de un peso de 21,727MB, o cual sobrepasa las

capacidades técnicas del sistema Saimex.”
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*Es importante hacer mencion que el peso referido en el pérrafo anterior, asi como lo
expresado en su solicitud para el cambio de modalidad, considerando los supuestos de su
justificacion con base en los articulos 158 y 164 de la Ley de Transparencia y Acceso a la
Informacién Publica del Estado de México y Municipios, es responsabilidad del sujeto
obiigado.”

“Por otro lado, para el escaneo de fojas le recomendamos utiizar una resolucion alta de
150Dpi’s, en escala de grises y formato "PDF; extraido directamente del escaner."

De donde se desprende, que la determinacion de no presentar de manera digital la
informacion solicitada, fue por indicacion técnica del propio instituto, no del sujeto obligado.

Ahora bien, por lo que respecta a la parte donde se solicita se proporcione liga electrénica
para su consulta, existe impedimento legal para proporcionar dicha informacion tal como se
contesto en la respuesta primigenia en términos del articulo 53 parrafo segundo de la Ley
General del Sistema Nacional Anticorrupcion en correlacion con el articulo 53 de la Ley del
Sistema Anticorrupcion del Estado de Mexico y Municipios.

“Articulo §3. Las sanciones impuestas por faltas administrativas graves seran del
conocimiento publico cuando éstas contengan impedimentos o inhabilitaciones para ser
contratados como servidores publicos o como prestadores de servicios o contratistas del
sector publico, en términos de Ia Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de
México y Municipios.

Los registros de las sanciones relativas a responsabilidades administrativas no graves
quedarén registradas para efectos de eventual reincidencia, pero no serén publicas.”

Es por o anterior, que se hizo puntual conocimiento en la respuesta e informacion, la
imposibiidad juridica y fisica en remitir la liga en la que conste las resoluciones por faltas
administrativas no graves, recalcandose que no es por determinacion del sujeto obligado,
para que se indague la veracidad de remitir o no dicha liga, sino por disposicion de ley
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Articulo que en nada atribuye funciones, que de la simple lectura y/o de una interpretacion
sistematica del mismo otorgue a la comisionada facultades para realizar actos de investigacion
respecto de la actuacion o respuesta otorgada por el suscrito, pues la respuesta otorgada se
encuentra debidamente sustentada en la propia ley de la materia como ya se dio, dicho
requerimiento de informacion adicional va en contra de lo citado en los articulos 158, 164 de la
ley de la materia, asi como de las incidencias técnicas contenidas en los oficios
INFOEM/DGI/350/2024 y INFOEM/DGI/351/2024 en fechas 20 de mayo del 2024, emitido por su
unidad especializada y que por ley, determina el peso de I informacion que debe cargarse en el
sistema Saimex, por lo cual resulta cuestionable que un ente incompetente, que no le
corresponde determinar y que ni tiene las capacidades técnicas para definir si lo contestado
cumple o no con los lineamientos del sistema indague si fa informacion puede o no subirse al
sistema, requerimiento que a todas luces contraviene a propia actuacion del Instituto, colocando
al sujeto habiltado en una postura de evasor de informacion, en un escenario como se reitera, la
respuesta cumple estrictamente con las formalidades para la emision de informacion que he
descrito en parrafos anteriores.

Ademés, se observa ue el requerimiento formulado en cuanto al fondo del asunto, implica la
realizacion de investigaciones para corroborar unilateraimente, el sentido de la respuesta
formulada por el sujeto obligado, poniendo en duda por demas evidente y caprichosa la manera
en que se proporciona al solicitante la informacion, lo cual no puede ser, atento a que el Instituto
carzce de competencia para pronunciarse sobre la veracidad de la informacion otorgada por el
sujeto habilitado, como también de proceder a corroboraria mediante la solicitud de informacion
adicional, tal como se aprecia en el Criterio SO/031/2010 emitico por el Instituto Nacional de
Transparencia, Acceso a la Informacion Pblica y Proteccion de Datos Personales INAI
(anteriormente IFAI) que se procede a citar a continuacion

“El Instituto Federal de Acceso a la Informacién y Proteccién de Datos no cuenta con
facultades para pronunciarse respecto de la veracidad de los documentos proporcionados
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por los sujetos obligados. £1 nstitulo Federal de Accoso a la Informacion y Profeccion do
Datos es un organo de - Administracion Publica Fedoral con autononiky operativa,
presupuestaria y de decision, encargado de promover y difundir el vjorcicio dol dorocho do
acceso a la informacion; resolver sobre la neqativa de las solicitudos do accaso o i
informacion; y proteger los datos personales en poder de las dependencias y entidados. Sin
embargo, no estd facultado para. pronunciarse sobre la. veracidad do 1o informaciin
proporcionada por las autoridades en respuesta a las solicitudos do informacion quo ko
presentan los particulares, en virtud de que en los articulos 49 y 50 do la Loy Foderal do
Transparencia y Acceso a la Informacion Publica Gubernamental no se prove una causal que
permita al Instituto Federal de Acceso a la Informacion y Prote
recurso revision, al respecto.

Expedientes:

2440/07 Comision Federal de Electicidad - Alonso Luambio razibal

0113/09 Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado — Alonso
Lujambio Irazdbal

1624/09 Instituto Nacional para la Educacion de los Adultos - Maria Marvin Labordo
2395/09 Secretaria de Economia - Maria Marvan Laborde

0837/10 Administracion Portuaria Integral de Veracruz, SA. de C.V. - Marka Marvin
Laborde.

sion de Datos conocer, via

Por iiltimo, reitero lo manifestado en los oficios CIM/CIB99/2024 y CIM/CI/900/2024,
poniendo a disposicion del solicitante la informacion en las modalidades especiicadas con
fundamento en el articulo 164 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Informacién Piblica
del Estado de México y Municipios, reservandome las acciones que en derecho corresponda
ante las instancias pertinentes para determinar sobre la llegalidad de la actuacion contenida
en el requerimiento de mérito.

Sin otro en particular por el momento, le envio un cordial saludo.

ATENTAMENTE





image11.png
Namero de Folio de la Solicitud:  00116/METEPEC/IP/2024
Numero de Folio de Recurso de Re 01909/INFOEM/IP/RR/2024

licito [os resoluciones  sanciones sdministrativas no araves, impuestes por el Organc Interno de Control de Hetepec en version piblica del afio 2022.

FODALTDAD DE ENTREGA
4 través del SaIMEX ®

Copias Simples(con costo) Consulta Directa(sin costo)
CD-ROM(con costo) Copias Certificadas(con costo) Disquete 3.5(con costo)
OTRO TIPO DE MEDIO (Especificar):
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Namero de Folio de la Solicitud:  00115/METEPEC/IP/2024
Namero de Folio de Recurso de Revision: 01910/INFOEM/IP/RR/2024

1
Socito 155 resoluciones a sanciones administratives no graves, mpuestas por el Organo Interno de Control de Metepec en version pablica del aRo 2023
v lo que va de 2024; en el supuesto de sobrepasar Ia capacidad de Saimex favor de proporcionar liga electrénica para su consulta.

MODALTDAD DE ENTREGA
A través del SAIMEX ®

Copias Simples(con costo) Consulta Directa(sin costo)
CD-ROM(con costo)

OTRO TIPO DE MEDIO (Especificar):

Copias Certificadas(con costo) Disquete 3.5(con costo)
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Buenas tardes, en seguimiento a su correo me permito informar (0 siguiente:

- éCuantas hojas caben en 20.2 GB?

2.- éCuantas hojas caben en 3.45 GB?
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01SMETEPECIPI2024

“Solcilo las resoluciones a sanciones aGMINISITalNas NO graves, IMpuestas por el
Organo Intemo de Control de Metepec en verscn publica del afo 2023 y o que va
‘Ge 2024;en el supuesto de sobrepasar I capacidad de Saimex favorde proporcionar
iga electrénica para su consulta. (SIC)
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Direccién General de Informatica
Oficio No. INFOEM/DG1/351/2024
Metepec, México, a 20 de mayo de 2024

SILVIA KARINA MONTES DE OCA ACEVEDO
ENCARGADA DEL DESPACHO DE LA DIRECCION
DE TRANSPARENCIA Y GOBIERNO ABIERTO
PRESENTE

En atencién a su oficio con niimero DTyGA/MET/464/2024, a fin de atender la solicitud de
informacién con folio: 00116/METEPEC/IP/2024, al respecto me permito comunicarle a Usted que dicha
incidencia técnica ha quedado registrada en la bitdcora de incidencias, toda vez que trata de subir un
‘peso de 3,660MB lo cual sobrepasa las capacidades técnicas del sistema Saimex.
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Metepec, México, a 20 de mayo de 2024

SILVIA KARINA MONTES DE OCA ACEVEDO
ENCARGADA DEL DESPACHO DE LA DIRECCION
DE TRANSPARENCIA Y GOBIERNO ABIERTO
PRESENTE

En atencién a su oficio con niimero DTyGA/MET/465/2024, a fin de atender la solicitud de
informacién con folio: 00115/METEPEC/IP/2024, al respecto me permito comunicarle a Usted que dicha
incidencia téenica ha quedado registrada en la bitécora de incidencias, toda vez que trata de subir un
‘peso de 21,727MB lo cual sobrepasa las capacidades técnicas del sistema Saimex.
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